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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida el pasado veintidós (22) de enero de 2007.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el día diez (10) de Noviembre de 2006, a eso de las 15:50 horas, previa constatación de los movimientos delictivos que se realizaban en el interior de una vivienda ubicada en la carrera 6ª No 7-05 del barrio Bavaria de esta capital, se ordenó diligencia de allanamiento y registro en cuyo desarrollo se logró la incautación de una gran cantidad de estupefaciente, el cual arrojó un peso de 1.989 grs. y que al ser sometidos a las pruebas toxicológicas resultó ser cocaína.
1.2.- Por esos hechos se hizo comparecer al señor ROBERTO VALENCIA ante un Juez de Garantías, con el fin de llevarse a cabo las audiencias preliminares de legalización de captura, imputación y medida de aseguramiento. Allí, el imputado aceptó cargos en forma libre, voluntaria y debidamente asistido de un defensor público. Se impuso como medida de aseguramiento la detención preventiva en centro carcelario.
1.3.- En consideración a la esa aceptación, el asunto pasó ante el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital, para la audiencia de individualización de pena y sentencia. En su desarrolló, la titular de ese despacho dio aprobación a la admisión de los cargos por no haberse transgredido garantías fundamentales alguna y fulminó la actuación con un fallo de condena por medio del cual impuso una sanción de cincuenta y cinco (55) meses de prisión, multa en cuantía de $29.919.252.oo y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso de la pena principal. Asimismo, negó el subrogado de la suspensión condiciones de la ejecución de la pena.
1.4.- Quien representa los intereses del acusado no estuvo de acuerdo con el fallo por cuanto la a quo al momento de dosificar la pena, tan solo le descontó por el hecho de haberse acogido a los cargos, un 45%, cuando lo que se esperaba era la concesión de una rebaja del 50%. En consecuencia, dijo recurrir en apelación ante este Tribunal, y es la razón para que se hayan enviado los registros ante la Corporación a efectos de desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor (recurrente)

- No obstante que el legislador consagra un descuento en caso de aceptación de los cargos “hasta del 50%”, aquí la señora Juez sólo le conoció un 45% que porque según jurisprudencia de la Corte Suprema que cita, el máximo no se concede para los casos de flagrancia.

- Para el caso concreto, existió un allanamiento y fueron varias las personas retenidas. Una vez judicializado el asunto, e incluso desde el mismo acto de incautación, su defendido se hizo cargo de la droga, para evitar sindicación a terceros, luego entonces, merece el mayor descuento punitivo.

- Observada bien la jurisprudencia, ella amerita otro punto de vista en el caso concreto, pues no obstante que se dejó a criterio de la señora Juez la dosificación de la pena y no hubo propuesta de punición, la Fiscalía estuvo de acuerdo en que la rebaja que se concediera en la sentencia fuera del 50% en consideración a la evitación de un desgaste innecesario en la Administración de Justicia.
- Debe destacarse que muchas otras sentencias de la Corte (cita una decisión del 06 de Junio de 2006, M.P. Alfredo Gómez Quintero) y también la doctrina, dicen cosa diferente a la referida por la a quo, es decir, que sobre el punto no hay uniformidad; siendo así, hay lugar a una mejor ponderación.

- El artículo 351 del nuevo estatuto no distingue en este aspecto, motivo por el cual no encuentra razón a que se desconozca el mayor descuento que ha sido solicitado. Con mayor razón cuando existe el principio pro homine que proviene de los Pactos Internacionales, según el cual toda interpretación debe propender por lo más favorable a la persona enjuiciada. 
- Hay lugar a respetar lo pactado, en consideración a que el allanamiento a cargos genera un costo-beneficio y se acomoda a una especie de preacuerdo “tácito”. En ese sentido la señora Juez se equivocó en atención a que las partes pueden negociar y el fallador debe respetar lo definido salvo que transgreda la legalidad, lo cual no ocurrió en el caso concreto.
2.2.- Fiscal (no recurrente)

- El fallo se viabilizó porque entre las partes hubo un consenso y “prácticamente” se acordó sobre la base del 50%.
- La decisión de la señora Juez en el sentido de no conceder sino el 45% que porque la captura se produjo en flagrancia, fue sorpresivo para todos y es la razón para que en este momento acompañe al recurrente en su impugnación.
- El acusado ya tenía claros sus descuentos.
- La aceptación de cargos es una subespecie de preacuerdo, así sea unilateral, en consecuencia, la señora Juez debió respetar el mayor descuento al que se hacía merecedor el señor VALENCIA MESA.
- En tal sentido, comparte los planteamientos de la defensa y solicita de la Sala revocar el fallo de primera instancia y en su lugar conceder una rebaja del 50% al procesado.

2.3.- Procurador Judicial (no recurrente)

- Se requiere una definición de fondo a este asunto, pues observa un trato desigual entre los acusados por diferentes delitos al momento de acogerse a los cargos para terminación anticipada, ya por la figura de la aceptación de cargos o por vía de negociación. El tratamiento es disímil ante los Juzgados en cada caso concreto.

- No cree que se debe dar aplicación irrestricta al pensamiento de la Corte Suprema de Justicia expresado en el fallo que cita la sentencia de primera instancia, pues no se puede medir con igual rasero a todos los procesados. La actitud del comprometido es importante en el análisis. Aquí sólo se está hablando de si fue o no fue en flagrancia y en caso positivo se desconoce el 50%. Se trata de un acomodamiento mecánico de la jurisprudencia que no comparte el Ministerio Público.
- Es preciso mirar a los motivos que tuvo el imputado para allanarse a los cargos, al momento en que lo hizo, pues la alta posibilidad de condena es algo bien relativo en cada caso, habida consideración a que no necesariamente se llegaría a un fallo de condena. Debe ser el mayor o menor ahorro al investigador lo que debe contar y eso es en cada caso concreto. El aquí imputado colaboró al decir que le pertenecía a él y no a otro.

- De todas formas, el allanamiento a cargos es una modalidad de negociación. Para el caso que nos convoca, el ente Fiscal propuso el 50%, no una cantidad inferior, o al menos no hubo oposición de la Fiscalía, ni de la Procuraduría en ese sentido.
3.- La Decisión

Lo primero que debemos destacar antes de cualquiera otra manifestación, es que estamos en presencia de una terminación anticipada del proceso por la vía de una aceptación simple y llana, esto es, que el imputado se acogió desde un primer momento a los cargos endilgados y por eso se hizo acreedor al condigno descuento de pena establecido por el legislador. No hay discusión alguna en torno a la configuración del hecho punible, en todos sus elementos compositivos, ni tampoco se pone en entredicho la intención de realizarlo, unido a la conciencia de antijuridicidad en cabeza del aquí procesado, quien no duda en evitar la injusta sindicación de terceros y evitar el consecuente desgaste a la Administración de Justicia. En esos puntos básicos, hay coincidencia.

Se trata entonces de establecer en esta ocasión, si la disminución de pena en un 45% como lo hizo la Juez Primero Penal del Circuito de esta capital y no en un 50% como lo esperaban las partes, es determinación ajustada a derecho, o, por el contrario, desborda el marco punitivo que se encuentra preestablecido para una situación como la que es materia de juzgamiento.

El llamado de atención que se hace tanto por la parte recurrente como por los no recurrentes, va dirigido a que no se le desconozca al procesado lo que han entendido como un derecho adquirido de su parte. Que si eso fue lo que se le prometió, eso es lo que debía dársele. En torno a esa singular presentación del asunto, el Tribunal tiene esta apreciación:
La señora Fiscal no podía en la aplicación de la figura en comento, prometer al acusado una rebaja fija del 50%, ni tal situación consta en ninguna parte de la actuación como para decir que el señor VALENCIA MESA fue engañado al momento de tomar su determinación. A él no se le dijo, ni podía decírsele porque la ley no autoriza a ello, que la disminución de su pena en caso de aceptación iba a ser igual al 50%. Lo que tenía que indicársele, como en efecto ocurrió, es que al momento de proferirse el fallo tendría derecho a un descuento de “hasta el 50%”, así consta textualmente en los registros, incluida la propia audiencia ante la señora Juez Penal del Circuito, pues hasta último momento la Fiscal de turno fue clara en manifestarle a la falladora que a lo que tendría derecho el imputado por la aceptación era una rebaja de “hasta el 50%”. Conclusión: el acusado no puede llamarse a engaño, ni puede ser éste un argumento atendible por parte del Tribunal, por cuanto todos entendían que lo que aquí procedía a continuación era una ponderación de ese descuento entre la mitad y la tercera parte.
Menos pueden decir las partes (Fiscal y Defensor), que ellos mismos se encuentran sorprendidos por la decisión judicial, cuando desde hace ya bastante tiempo la línea jurisprudencial diseñada en este punto específico materia de discusión, tiene un norte claramente definido. Téngase presente que la jurisprudencia no sólo está dirigida a los Jueces, también es un criterio auxiliar de interpretación en la labor de los demás actores del proceso, con mayor razón en tratándose de la aplicación de este novel estatuto procedimental. 
Por supuesto que entendemos la posición del señor defensor, cuando en un importante esfuerzo por desequilibrar el soporte argumentativo del fallo, menciona que hay jurisprudencia encontrada y doctrina patria que desvirtúa el pensamiento de la Juez. La Sala no le resta razón al impugnante en cuanto a que el tema ha sido polémico desde los albores del sistema; pero, lo que no puede negarse es que hoy por hoy, quiérase o no, el hito jurisprudencial ya está decantado hacia la tesis contenida en la sentencia de primera instancia. 
Lo que se acaba de decir no admite controversia, y para confirmarlo, permítasenos decir que nosotros mismos éramos de idéntico parecer al que tienen las partes en este momento, en cuanto a que el fenómeno de la flagrancia no debería ser tenido en consideración a efectos de disminuir ese mayor porcentaje, pensamiento que sostuvimos con ahínco pero hubo lugar a cambiar de parecer habida consideración a lo persistente de los fallos de casación en dirección opuesta. 

Únicamente para responder a uno de los argumentos de la defensa, en donde se asegura que la jurisprudencia no tiene una línea definida sobre este tema y que por tanto cualquier decisión que al respecto se tome no va en contravía de lo establecido hasta el presente, nos sentimos en el deber de hacer un escrutinio hacia el pasado para concluir si esa afirmación coincide con la realidad que conocemos:
· En Sentencia de abril 19 de 2005, Rad. 660883189001-2005-00042-00, ratificada en decisión de Mayo 10 de 2006, Radicación 0497, Magistrado Ponente quien ahora cumple igual función, se dijo textualmente:
A juicio del sentenciador, esa rebaja no podía ser de la mitad de la pena sino de un porcentaje menor, el mismo que se estimó en la tercera parte. La razón para proceder de esa manera lo fue el hecho de haber sido capturados en flagrancia, como circunstancia que “no habría dificultado la investigación y posterior juzgamiento”. Al respecto debemos decir:

1.- Es verdad que la disposición consagra un descuento que no necesariamente debe ser “la mitad” de la pena. Entiende esta Corporación que la expresión “hasta la mitad” permite una movilidad y en ese sentido no encuentra reparo en el proceder de primer grado.

2.- Lo que no aparece razonable, es la consideración según la cual el hecho de haber operado la captura en flagrancia, sea motivo que por sí mismo impida acceder a ese cincuenta por ciento de descuento. Si así fuere, es decir, si admitiéramos ese argumento como válido para justificar un porcentaje menor, estaría la judicatura creando un motivo extralegal en forma generalizada para todos los casos, en otras palabras, se estaría legislando en un aspecto que debería ser materia de regulación por parte del legislador y no lo hizo. 

Recordemos que en los momentos en que el legislador ha considerado pertinente obrar de esa manera así lo ha hecho, v.gr. en el descuento por confesión en la anterior codificación en donde prohibió la reducción para el caso de la flagrancia. Lo cual era obvio, toda vez que si la confesión era un medio de prueba, el hecho de la flagrancia contenía ya un aporte suficiente para efectos de acceder por parte de los jueces al fallo de condena y no ameritaba el ofrecimiento de un mayor descuento punitivo en tan particular situación. Pero aquí ya son otras las consideraciones, pues no nos encontramos ante el hecho de poder o no poder probar lo ocurrido, sino más bien, de agotar o no agotar todas las etapas procesales, porque la disminución de HASTA UN CINCUENTA POR CIENTO tiene como única razón de ser la particularidad de evitar un desgaste innecesario a la Administración de Justicia a cambio de un mejor trato punitivo. 

Es que frente a los ilícitos en donde el sujeto agente es capturado en flagrancia y en los cuales la prueba pueda tenerse como contundente, también existe la necesidad de agotar todo un trámite procesal ordinario, en consecuencia, si ese trámite se recorta a voluntad del imputado, sobreviene el merecimiento del referido descuento.

Queda claro hasta aquí, que no es correcto exceptuar como regla general a la flagrancia para efectos de inaplicar el cincuenta por ciento de la citada disminución; pero entonces, queda un interrogante: ¿qué factores se pueden tener en consideración para esa gradualidad? y la respuesta que a simple vista se observa es: AQUELLOS QUE TENGAN RELACIÓN DIRECTA CON ESA FINALIDAD ÚNICA PARA LA CUAL FUE CONSAGRADA LA DISPOSICIÓN EN CITA, esto es, con el factor TIEMPO.

Recordemos que una interpretación integral y garantista de la nueva codificación, permite asegurar que ese descuento de “hasta la mitad” se presenta si la aceptación ocurre entre la audiencia de imputación y la audiencia preparatoria, pues a partir de este último instante procesal ya opera un descuento diferente en caso de acogerse a la terminación anticipada del proceso (equivalente sólo “hasta una tercera parte”). Si esto es así, entonces ese margen de movilidad procesal para efectos del citado acogimiento, nos permite visualizar que no debería ser igual la reducción cuando se hace desde un primer momento que cuando se hace más tardíamente con una menor contribución a la evitación de ese desgaste en la actuación judicial.

También se podría pensar que aquí juegan los restantes factores para la dosificación punitiva, a los cuales se refiere el artículo 61 inciso tercero de la codificación penal, es decir, gravedad de la conducta, daño real o potencial, naturaleza de las causales que agraven o atenúen la punibilidad, la intensidad en la culpabilidad, la necesidad de la pena y la función que ella ha de cumplir en el caso específico. Sin negar que ello pueda ser procedente en teoría, es necesario advertir acerca de lo siguiente:

1.- Estamos en presencia de lo que la jurisprudencia ha dado en llamar “un fenómeno posdelictual”, es decir, una circunstancia fáctica, personal o procesal que se estructura con posterioridad a la comisión de la conducta, entre las cuales cabe citar la rebaja por la terminación anticipada del proceso (confrontar al respecto la sentencia de casación penal del 27 de mayo de 2004, con ponencia del doctor Alfredo Gómez Quintero), lo que significa que se trata de una circunstancia no modificadora de los límites punitivos que por lo mismo escapa a esa regulación del citado artículo 61 del Código Penal, pues se hace después de haberse definido cuál es la pena imponible.

2.- Es preciso respetar la no doble valoración, que corresponde a la conocida por nuestra doctrina nacional desde los trabajos que adelantó en su momento el profesor Emiro Sandoval Huertas como “prohibición de valoración múltiple”. En ese sentido, si ya se tomó en consideración, por ejemplo, la gravedad de la conducta o los antecedentes judiciales del acusado para efectos de una mayor ponderación de la pena, mal se haría en retomar esa misma consideración para aplicarla con posterioridad al efecto de decir si hay o no merecimiento a un mayor o menor descuento por la evitación del desgaste del aparato judicial.

3.- En los casos en que es pertinente admitir un descuento por aceptación de responsabilidad, el legislador no hizo estratificación por la gravedad de la conducta, por lo mismo, no puede ser este un razonamiento que sirva de fundamento diferenciador para la tasación del porcentaje; de manera similar, el descuento opera indistintamente si el procesado cuenta o no con antecedentes judiciales. No puede entonces hacerse distinción, en cuanto al acceso a este descuento de pena se refiere, entre todos aquellos procesados que se han allanado a los cargos propuestos por el Estado en idéntico momento procesal; dígase, para citar sólo un ejemplo, que así se pueda argumentar que es más grave la actuación del autor que la del cómplice dentro de un hecho determinado, esa distinción no es válida para concluir que el autor merece un descuento inferior al cómplice.

4.- Una última consideración que se opondría rotundamente a la consideración de todos los factores que componen el citado artículo 61 para este efecto, es el hecho de que dado el caso de la imposición de la máxima pena posible para un determinado delito, se tendría que llegar a la conclusión inevitable de ser procedente tan solo el mínimo descuento por acogimiento a la terminación anticipada del proceso, lo cual riñe abiertamente con la finalidad del legislador y se tendría que concluir absurdamente que a pesar de haber hecho uso de la terminación anticipada, ningún beneficio recibiría por ese concepto, lo cual sencillamente borraría de la escena la citada figura haciéndola inaplicable en un caso específico.

Y yendo un poco más en el análisis, es razonable advertir que en esa primera fase investigativa, no se debería permitir un descuento inferior a la tercera parte, toda vez que aplicar un descuento menor a este límite es ir en contravía del principio de legalidad pues se estaría permitiendo que en la primera fase del proceso existan descuentos similares a los que se tienen diseñados para etapas posteriores.

Advertido lo anterior, esta Sala de Decisión Penal redosificará la pena impuesta a los justiciables, al desestimar la razón que se expone para no reconocer el cincuenta por ciento de descuento. (negrillas fuera del texto).

· Si confrontamos lo expuesto por el Tribunal en esos primeros meses del sistema acusatorio, con lo que ya han dejado definido la Corte Suprema y la Corte Constitucional en su función unificadora, encontramos que todo está ratificado, salvo, lamentablemente para el ahora recurrente, lo relativo a que la captura en flagrancia sí debe ser un tema a tener en consideración para no conceder el máximo descuento; es decir, se ratifica que efectivamente los factores a los cuales alude el artículo 61 del Código Penal como criterios de dosificación no tienen cabida para efectos de dosificar este porcentaje de descuento, igualmente, que el descuento en esa primera etapa debe oscilar entre la mitad y la tercera parte, y que no es admisible para esa ponderación los antecedentes; empero, en cuanto al específico punto de la flagrancia que es el tema que nos convoca, la situación cambió en forma adversa a las pretensiones del impugnante pues le impide acceder al 50% como porcentaje de disminución por la aceptación de los cargos en el primer momento de la actuación procesal. 
No se puede olvidar que esa determinación jurisprudencial de la Corte surgió tiempo después, que tengamos noticia a partir del 29 de Junio de 2006, Radicación 25.074, M.P. Jorge Luis Quintero Milanés, misma que citó la a quo y que se ha mantenido uniforme hasta la fecha. Como se observa, esta jurisprudencia surgió pasados unos pocos días de aquel otro precedente que mencionó el señor defensor en su recurso y es de entenderse que recogió todas las posiciones jurisprudenciales anteriores, dado que de ahí en adelante, que se sepa, no se ha retomado la tesis contraria ni han surgido decisiones contrapuestas.
· Sea como fuere, esta Corporación desde hace ya un buen tiempo se vio compelida a cambiar de postura en cuanto al tema específico de la captura en flagrancia, y eso sucedió a partir del diecisiete (17) de Noviembre de 2006, en decisión radicada al No 00230 bajo esta misma ponencia, en donde se anunció: “Adicionalmente, ni siquiera se puede pretender exigir que esa disminución fuera efectivamente del 50%, porque bien pudo haber analizado la señora Juez del conocimiento que para el caso concreto no había merecimiento de ese tope máximo y pudo optar por un descuento menor, con mayor razón cuando en la actualidad se tiene dicho jurisprudencialmente que en casos de captura en flagrancia no hay lugar al reconocimiento de ese máximo descuento del 50%
 sino de un porcentaje menor”.
· Hoy en día, nos encontramos ante una posición definitivamente consolidada a nivel Nacional. Basta citar, para poner punto final al debate, que la Corte en Sentencia del veintiuno (21) de febrero de 2007, radicación 25.726, M.P. Marina Pulido de Barón, analizó una situación idéntica a la que aquí nos convoca, y obsérvese su alcance: “es razonable concluir que corresponde al fallador determinar la proporción en la cual rebajará la pena. En tal labor, es de su resorte tener en cuenta, como ya lo ha precisado la Sala, las circunstancias posdelictuales que guarden relación con la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia en punto de la economía procesal, la celeridad y la oportunidad, tales como: la significativa economía en la actividad estatal orientada a demostrar la materialidad del delito y la responsabilidad del procesado, la importancia de la ayuda en punto de la dificultad de acreditación probatoria, la colaboración en el descubrimiento de otros partícipes o delitos, o diversos factores análogos, sin ponderar los criterios definidos por el legislador en el artículo 61 de la Ley 599 de 2000 para individualizar la pena, pues para tal momento ya fueron apreciados al establecer la sanción a la cual se aplicará la rebaja en razón del allanamiento a cargos
. Y más adelante agrega la Suprema: “encuentra la Sala que, de una parte, acertó el a quo al no otorgar el máximo de rebaja punitiva, esto es, de la mitad de la pena imponible, pues es claro que si la captura de XXX se produjo en flagrancia, tal situación no demandaba de la administración de justicia un especial desgaste en su actividad investigativa y de juzgamiento, dado que con la aprehensión en dicha circunstancia se consiguió acreditar en gran medida tanto la materialidad del delito, como la responsabilidad penal del procesado, motivo por el cual, asistía a la Fiscalía una alta probabilidad de éxito en el evento de que el asunto hubiese llegado a juicio. Y, de otra, que también acertó el funcionario de primer grado al tasar la rebaja de pena en un quantum no inferior al cuarenta por ciento (40%), pues además de la captura en flagrancia, también era oportuno tener en cuenta que XXX en su primera intervención judicial aceptó de manera libre, voluntaria, espontánea y debidamente asistida los cargos que le formuló la Fiscalía durante la audiencia de imputación, lo cual se tradujo en un ahorro y economía en cuanto comporta la actividad investigativa, amén de la prescindencia del juicio, con la correspondiente definición celera del asunto.
Conclusión: no hay duda que en casos iguales al que ahora es materia de discusión, en los cuales se ha reconocido incluso un menor porcentaje al que aquí se censura, la Corte les ha dado su aval. 
No obstante que lo anterior podría ser suficiente para finiquitar este asunto, en sentir del Tribunal hay dos cosas que se deben rescatar de la intervención de las partes. Nos referimos a las siguientes:

· La defensa y el representante del Ministerio Público, nos dicen que ese mayor o menor desgaste del aparato judicial por razón de la captura en flagrancia, debería medirse en cada caso y no permitir que a todos los procesados se les trate con igual rasero. Y esa argumentación tiene su lógica, porque en verdad podría llegar a plantearse que aunque se esté en una retención in flagranti, el compromiso delictual puede ser más o menos importante según las circunstancias en que se haya producido cada aprehensión. Empero aún con esta rescatable apreciación, la Sala encuentra que para nuestro caso la determinación adoptada en forma escueta en el fallo de primera instancia, en cuanto omitió hacer ponderaciones específicas, no se le puede calificar de desfasada. Nótese que fue el seguimiento previo de las autoridades a la morada de VALENCIA MESA (persona que ya poseía antecedentes por similar conducta) y los datos recibidos por los informantes (incluida una entrevista escrita en donde se describía donde y en qué forma empaquetaban la sustancia), lo que permitió establecer fehacientemente que allí se continuaba expendiendo droga y que era esa labor a la que él y su esposa estaban dedicados. Una vez efectuado el ingreso, toda esa averiguación quedó confirmada con el hallazgo de una cantidad bien significativa de alcaloide (nada menos que 1.989 grs. cocaína). En esos términos, la aprehensión del responsable y lo por él manifestado, sencillamente se unían y quedaban inmersas como circunstancias consecuenciales a lo que ya se tenía plenamente establecido por fuentes confiables. Es que, como lo dijo el señor Juez de Control en su momento, los casi dos (2) kilos de coca en el interior de su vivienda, hablan por sí solos. 
· También se debe rescatar lo mencionado por el señor Procurador, en cuanto a la posibilidad de presentarse una aplicación desigual en los casos de terminación con aceptación simple y pura, es decir, unilaterales, de aquellos que fenecen bajo el rito de la negociación bilateral. Tal vez por ello, la señora Fiscal y el defensor, conscientes del problema, intentaron presentar el caso como si se hubiese tratado de una negociación preacordada, dado que se vieron forzados a utilizar expresiones tales como: “hubo un acuerdo tácito”  o que “prácticamente ese acuerdo si se dio”. 
Nos parece, que en un análisis racional de esta situación, es decir, si las partes son conscientes, como deben serlo, que ese factor “flagrancia” en verdad amerita ser tenido en cuenta a la hora de fijar los descuentos respectivos, tanto para las terminaciones unilaterales como para las bilaterales
, pues para ambas aplica en consideración a que los fines de las terminaciones anticipadas del proceso siguen siendo los mismos en una y en otra al tenor del artículo  348 de la Ley 906 de 2004, muy particularmente la necesidad de seguir las pautas trazadas como política criminal y el deber de aprestigiar la administración de justicia y evitar su cuestionamiento; entonces esas potenciales discrepancias en detrimento del principio de igualdad, no deberían existir si en verdad se hace una adecuada ponderación en cada caso concreto como corresponde.
Ya para culminar, permítasenos remitir a los presentes a una decisión de esta Sala del Tribunal
 por medio de la cual se hizo uso del citado principio de razonabilidad en un caso específico, precisamente con el deseo de evitar el tipo de desafueros que van en detrimento de la igualdad a la que hizo alusión el señor Procurador Judicial, referido al diverso manejo de las dos clases de terminación anticipada dentro del actual procedimiento. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Nos referimos a decisión del 29 de Junio del presente año, Radicación 25.074, M.P. Jorge Luis Quintero Milanés.


� Sentencia del 29 de junio de 2006. Rad. 24529.


� Acerca de lo que se puede pactar en las negociaciones, recordar la Sentencia de Casación Penal del 04 de abril de 2006, M.P. Alfredo Gómez Quintero, Radicación 24.868.


� Nos referimos al auto de fecha veinticinco (25) de Julio de 2006, Rad. 666823104001 2006, con ponencia de quien ahora cumple igual función 
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